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Ciudad de México, a catorce de marzo de dos mil 
veintitrés 

 
 

V I S T A S las constancias que integran el juicio contencioso 

administrativo citado al rubro, para dar cumplimiento a la ejecutoria de 02 de 

marzo de 2023, dictada en el juicio de amparo directo D.A. 2/2023 por el 

Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, y; 

 

RESULTANDO 

 

1.- Por escrito presentado en la Oficialía de Partes para las Sala 

Regionales de Occidente de este Tribunal el 27 de enero de 2022, y 

posteriormente ingresado en la Oficialía de Partes de la Primera Sala 

Especializada en Materia de Comercio Exterior de este Tribunal el 15 de 

marzo de 2022, a través del cual, el C. ***** ********, por su propio derecho 

promovió juicio contencioso administrativo en contra de la resolución 

contenida en el oficio número 110-04-03-2021-2305 de 05 de julio de 2021,  

a través de la cual, el Administrador de Operaciones Especiales del 

Comercio Exterior “3”, de la Administración Central de Operaciones 

Especiales de Comercio Exterior, de la Administración General de 

Auditoría de Comercio Exterior, del Servicio de Administración 

Tributaria, resolvió determinar a cargo de la parte actora un crédito fiscal en 

cantidad total de $605,470.45  por concepto de impuesto general de 

importación, derecho de trámite aduanero, impuesto sobre automóviles 

nuevos, impuesto al valor agregado, actualizaciones, recargos y multas; así 
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también se determinó que la mercancía consistente en: “Vehículo de 

procedencia extranjera, marca ****, modelo ****** ***** *****, con placas ******* 

*** ****** ** ****** **** * ***** *****************” PASÓ A PROPIEDAD DEL 

FISCO FEDERAL 

 

2.- El presente asunto quedó radicado ante la Tercera Sala 

Regional de Occidente de este Tribunal, bajo el número de expediente 

791/22-07-03-3. 

 

3.- Por acuerdo de 31 de mayo de 2022, los Magistrados 

Integrantes de la Tercera Sala Regional de Occidente de este Tribunal, se 

declararon incompetentes en razón de materia para conocer del presente 

asunto, sin proveer nada sobre la admisión o desechamiento de la demanda. 

 

4.- En consecuencia, ordenó girar atento oficio a esta Primera 

Sala Especializada en Materia de Comercio Exterior, comunicando el acuerdo 

de incompetencia referido, remitiendo los autos del presente juicio y sus 

anexos. 

 

5.- Por acuerdo de 17 de marzo 2021 esta Primera Sala 

Especializada en Materia de Comercio Exterior, se declaró competente para 

conocer del juicio contencioso administrativo, quedando radicado con el 

número 311/22-EC1-01-2. 

 

6.- Mediante proveído de 27 de junio de 2022, previo 

cumplimiento de requerimiento se admitió a trámite la demanda; asimismo se 

tuvieron por ofrecidas, exhibidas y admitidas las pruebas señaladas en el 

capítulo respectivo del escrito inicial de demanda. Finalmente, se informó a 

la autoridad demandada, que la copia del escrito inicial de demanda y anexos, 

quedaron a su disposición en el recinto de esa Sala, a efecto de que formulara 

su contestación en el término de ley, con el apercibimiento respectivo. 

Finalmente se fijó fecha de cierre de instrucción. 

 

7.- Mediante acuerdo de 26 de agosto de 2022, se dio cuenta 

con el oficio número 600-30-2022-8467 de 11 de agosto de 2022, depositado 
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en Correos de México el 12 de agosto de 2022, e ingresado en la Oficialía de 

Partes de la Primera Sala Especializada en Materia de Comercio Exterior de 

este Tribunal el 26 de agosto de 2022, a través del cual, el Subadministrador 

Desconcentrado Jurídico de Jalisco “1” de la Administración General Jurídica 

del Servicio de Administración Tributaria, formuló su contestación de 

demanda, en representación de la autoridad demandada, haciendo valer una 

causal de improcedencia y sobreseimiento y ofreció pruebas. 

 

8.- En consecuencia, se tuvo por contestada la demanda, por 

ofrecidas, exhibidas y admitidas la pruebas. Por otra parte, se le concedió a 

la actora el plazo de ley, para que produjera su ampliación de la demanda, 

con el apercibimiento respectivo. 

 

9.- Por acuerdo de 23 de septiembre de 2022, se declaró 

precluído el derecho al actor para ampliar la demanda. Finalmente, se otorgó 

a las partes el plazo legal previsto para formular sus alegatos. 

 

10.- Por acuerdo de 21 de octubre de 2022, visto el estado 

procesal del expediente y toda vez que no existen cuestiones pendientes 

por resolver, ni pruebas que desahogar y apareciendo de autos que se 

encuentra integrado el mismo, con fundamento en el artículo 58-12 de la 

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se declaró 

cerrada la instrucción, razón por la se turnaron los autos a la Magistrada 

Instructora para dictar la sentencia correspondiente. 

 

11.- El 21 de octubre de 2022, la Magistrada Instructora de la 

Segunda Ponencia de la  Primera Sala Especializada en Materia de Comercio 

Exterior del Tribunal Federal Administrativa emitió sentencia definitiva 

resolviendo lo siguiente: 

 
“… 
l. Resultó fundada la causal de improcedencia y sobreseimiento hecha valer por las 
autoridades demandadas, en consecuencia; 
 
ll. Procede decretar el SOBRESEIMIENTO del presente juicio por las razones 
expuestas en el último considerando del presente fallo. 
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…” 

 

12.- Inconforme con la sentencia definitiva de 21 de octubre de 

2022, la parte actora interpuso juicio de amparo directo, mismo que quedó 

radicado ante el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Primer Circuito, bajo el toca D.A. 2/2023. 

 

13.- A través de la ejecutoria dictada el 02 de marzo de 2023, 

el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 

determinó procedente conceder el amparo y protección de la Justicia 

Federal a la quejosa, para el efecto precisado en la citada ejecutoria, misma 

que fue remitida a esta Sala a través del oficio 3588/2023. 

 

14.- Por acuerdo de 14 de marzo de 2023, se tuvo por recibida 

la ejecutoria dictada el 02 de marzo de 2023 en el juicio de amparo directo 

D.A. 2/2023 y en cumplimiento al citado fallo, se dejó insubsistente la 

sentencia recurrida de 21 de octubre de 2022. y se ordenó turnar el 

expediente en que se actúa a la Ponencia respectiva para que se dictara el 

proyecto de sentencia que cumplimente la ejecutoria de amparo. 

 

CONSIDERANDO 

 
PRIMERO.- A efecto de dar cabal cumplimiento a lo resuelto por 

el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativo del Primer Circuito, se 

procede a reproducir en su parte conducente la ejecutoria de 02 de marzo de 

2023, dictada en los autos del Juicio de Amparo Directo D.A. 2/2023. 
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Como se advierte de la digitalización anterior el Sexto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, resolvió lo siguiente: 

 

➢ Que se deje insubsistente la sentencia de 21 de octubre 

de 2022 

 

➢ Que emita otra en la que: “con base en las consideraciones 

sustentadas en esta sentencia, determine que es ilegal la 

notificación por estrados del acto impugnado y, de no 

actualizarse diversa causa que dé lugar al sobreseimiento del 

asunto, con libertad de jurisdicción examine los demás 

argumentos que propuso la demandante y resuelva lo que en 

derecho corresponda.” 

 
SEGUNDO.- En cumplimiento a los efectos precisados en la 

ejecutoria de 02 de marzo de 2022, dictada por el Sexto Tribunal Colegiado 

en Materia Administrativa del Primer Circuito, en los autos del juicio de 

amparo D.A. 2/2023, con fundamento en el artículo 192 de la Ley de Amparo 

en vigor, la Magistrada Instructora de la Segunda Ponencia de la Primera Sala 

Especializada en Materia de Comercio Exterior del Tribunal Federal de 

Justicia Administrativa, dicta una nueva sentencia en estricto acatamiento a 

la ejecutoria de mérito. 

 

TERCERO (REITERACIÓN DEL CONSIDERANDO PRIMERO 

DEL FALLO DE 21 DE OCTUBRE DE 2022).- La Magistrada Instructora 

adscrita a la Primera Sala Especializada en Materia de Comercio Exterior de 

este Tribunal, es competente material y territorialmente para conocer del 

presente juicio, en términos de lo dispuesto por los artículos 58-13 de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo vigente a partir del 14 

de junio del 2016, 3, 28, fracción III, 29, 30, 31 y 36, de la Ley Orgánica del 
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Tribunal Federal de Justicia Administrativa, vigente a partir del 19 de julio 

del 2016, así como 50 fracción IV, inciso a) del Reglamento Interior de este 

Tribunal, reformado mediante el acuerdo SS/16/2020 publicado en el Diario 

de Oficial de la Federación el 17 de julio de 2020. 

 
CUARTO (REITERACIÓN DEL CONSIDERANDO SEGUNDO 

DEL FALLO DE 21 DE OCTUBRE DE 2022).- La existencia de la resolución 

impugnada se encuentra acreditada en autos, en términos de lo previsto por 

los artículos 15, fracción III, 46 fracción I y 58-1 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo vigente a partir del 14 de junio 

del 2016, en relación con los diversos 129 y 202 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles de aplicación supletoria, conforme al artículo 1º de la 

Ley de la Materia, con la exhibición que de ellas efectuó la parte accionante 

en su demanda y por el reconocimiento expreso que de las mismas realizó la 

autoridad demandada al formular su contestación de demanda. 

 

QUINTO.- EN ESTRICTO ACATAMIENTO A LA EJECUTORIA 

DICTADA EL 02 DE MARZO DE 2023, POR EL SEXTO TRIBUNAL 

COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO, 

EN EL JUICIO DE AMPARO D.A. 2/2023; por ser una cuestión de orden 

público y de estudio preferente, esta Juzgadora analiza la ÚNICA causal de 

improcedencia que hace valer la autoridad demandada al producir su 

contestación a la demanda, en el sentido de que resulta improcedente el 

juicio, conforme a lo siguiente: 
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A juicio de esta Juzgadora, la causal de improcedencia y 

sobreseimiento sostenida por la autoridad demandada resulta INFUNDADA, 

de conformidad con las siguientes consideraciones:   

 

EN ESTRICTO ACATAMIENTO A LA EJECUTORIA DICTADA 

EL 02 DE MARZO DE 2023, POR EL SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN 

MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO, EN EL JUICIO DE 

AMPARO D.A. 2/2023; la Litis a dilucidar lo siguiente: 

 

❖ Si se actualizan las causales de improcedencia y 

sobreseimiento del juicio previstas en los artículo 8, 

fracción IV y artículo 9, fracción II ambos de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, planteadas por la autoridad 

demandada, en virtud de que manifiesta que la 

resolución impugnada fue notificada legalmente el día 

15 de julio de 2021, por lo tanto, la demanda resulta ser 

extemporánea. 

❖ “que antes de efectuar por estrados la notificación de la 

resolución administrativa impugnada debió mediar 

citatorio.” 

 

En primer término, se estima necesario conocer el contenido de los 

artículos 8, fracciones IV y 9, fracciones II de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, los cuales aduce la autoridad se actualizan en el 

presente asunto, mismas que son del tenor siguiente: 

 

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO 
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“ARTÍCULO 8.- Es improcedente el juicio ante el Tribunal en los 
casos, por las causales y contra los actos siguientes: 
 
(…) 
IV. Cuando hubiere consentimiento, entendiéndose que hay 
consentimiento si no se promovió algún medio de defensa en 
los términos de las leyes respectivas o juicio ante el Tribunal, 
en los plazos que señala esta Ley. 
 
Se entiendo que no hubo consentimiento cuando una resolución 
administrativa o parte de ella no impugna, cuando derive o sea 
consecuencia de aquella otra que haya sido expresamente 
impugnada.  
(…)” 
 
“ARTÍCULO 9.- Procede el sobreseimiento: 
(…) 
 
II. Cuando durante el juicio aparezca o sobrevenga alguna de 
las causales de improcedencia a que se refiere el artículo 
anterior. 

 

(…)” 
 
(Él énfasis es de esta Juzgadora.) 

 

De los artículos transcritos se colige, en el primero de ellos en su 

fracción IV y para el caso que nos ocupa, que es improcedente el juicio 

cuando hubiere consentimiento, entendiéndose que se actualiza éste si no 

se promovió algún medio de defensa en los términos de las leyes 

respectivas o juicio ante el Tribunal, en los plazos que señala la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 

 

Por su parte, el artículo 9, fracción II de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, indica que procede el 

sobreseimiento del juicio cuando durante el juicio aparezca o 

sobrevenga alguna de las causales de improcedencia a que se refiere el 

numeral 8, de la referida Ley. 

 

En primer término cabe señalar que la autoridad demandada aduce 

que se actualiza la causal de improcedencia y sobreseimiento antes referida 
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respecto a la impugnación de la resolución contenida en el oficio número 

110-04-03-2021-2305 de 05 de julio de 2021, ya que refiere que dicha 

resolución impugnada quedo legalmente notificada el 15 de julio de 2021. 

 

Ahora bien, esta Juzgadora estima necesario precisar que, el actor 

en su escrito de demanda impugnó la resolución en los términos siguientes: 

“El 30 de diciembre de 2021, fue hecha de mi conocimiento, la resolución con 

número de oficio 110-04-03-2021-2305 de 05 de julio de 2021…” 

 

En términos del artículo 16, fracción l de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, ello en virtud de que exhibió el 

acto impugnado, la notificación de la resolución impugnada y tuvo 

conocimiento el día 30 de diciembre 2021. 

 

Al respecto, la autoridad al realizar su contestación a la 

demanda, señaló que la resolución impugnada contenida en el oficio número 

110-04-03-2021-2305 de 05 de julio de 2021, fue legalmente notificada al 

accionante el 05 de julio de 2021, exhibiendo al efecto las constancias de 

notificación. 

 

Por lo que, esta Juzgadora se pronunciara sobre la 

legalidad de tales constancias de notificación , dado que la actora 

desde el escrito inicial de demanda realizó conceptos de 

impugnación en contra de la notificación del acto impugnado. 

 

Precisado lo anterior, importa considerar lo establecido en el 

artículo 16 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 

el cual señala a la letra lo siguiente:  

 

“Artículo 16. Cuando se alegue que la resolución administrativa 
no fue notificada o que lo fue ilegalmente, siempre que se trate 
de las impugnables en el juicio contencioso administrativo 
federal, se estará a las reglas siguientes:  
 
I. Si el demandante afirma conocer la resolución 
administrativa, los conceptos de impugnación contra su 
notificación y contra la resolución misma, deberán hacerse 
valer en la demanda, en la que manifestará la fecha en que la 
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conoció. 
 
II. Si el actor manifiesta que no conoce la resolución administrativa 
que pretende impugnar, así lo expresará en su demanda, 
señalando la autoridad a quien la atribuye, su notificación o su 
ejecución. En este caso, al contestar la demanda, la autoridad 
acompañará constancia de la resolución administrativa y de su 
notificación, mismas que el actor deberá combatir mediante 
ampliación de la demanda.  
 
III. El Tribunal estudiará los conceptos de impugnación expresados 
contra la notificación, en forma previa al examen de los agravios 
expresados en contra de la resolución administrativa.  
 
Si resuelve que no hubo notificación o que fue ilegal, considerará 
que el actor fue sabedor de la resolución administrativa desde 
la fecha en que manifestó conocerla o en la que se le dio a 
conocer, según se trate, quedando sin efectos todo lo actuado en 
base a dicha notificación, y procederá al estudio de la 
impugnación que se hubiese formulado contra la resolución. 
 
Si resuelve que la notificación fue legalmente practicada y, como 
consecuencia de ello la demanda fue presentada 
extemporáneamente, sobreseerá el juicio en relación con la 
resolución administrativa combatida.” 
 

 
(El énfasis es de esta Juzgadora.) 
 

De la lectura al numeral transcrito con antelación se desprende que 

si el demandante afirma conocer la resolución administrativa, los 

conceptos de impugnación contra su notificación y contra la resolución 

misma, deberán hacerse valer en la demanda, en la que manifestará la 

fecha en que la conoció. 

 

Asimismo, que si el demandante afirma no conocer la resolución 

administrativa impugnada, lo expresará en su demanda, señalando la 

autoridad a quien la atribuye; en este caso, al contestar la demanda deberá 

acompañar en su oficio las constancias de la resolución administrativa y de 

sus notificaciones, mismas que el actor deberá combatir mediante ampliación 

de demanda.  
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Además se señala en la fracción III, del numeral en análisis, que 

este Tribunal debe estudiar los conceptos de impugnación expresados contra 

la notificación, en forma previa al examen de los agravios expresados en 

contra de los actos administrativos. 

 

De suerte que, si resuelve que no hubo notificación o que fue 

ilegal, considerará que el actor fue sabedor de la resolución 

administrativa desde la fecha en que manifestó conocerla o en la que se 

le dio a conocer, según lo que ocurra, quedando sin efectos todo lo 

actuado en base a dicha notificación, y procederá al estudio de la 

impugnación que se hubiere hecho valer en contra de la resolución.  

 

Ahora bien, si resuelve que la notificación fue legalmente 

practicada y, como consecuencia la demanda fue presentada 

extemporáneamente se procederá a sobreseer el juicio en relación a la 

resolución impugnada.  

 

En ese sentido, se estima necesario precisar nuevamente que, 

tal y como quedó precisado en los párrafos que anteceden, la autoridad en el 

oficio de contestación de demanda, señaló que en el presente caso se 

actualizaba la causal de improcedencia y sobreseimiento prevista en el 

artículo 8, fracción IV en relación con el diverso 9, fracción II, ambos de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, toda vez que la 

resolución impugnada se trataba de un acto consentido al haber sido 

notificado el 15 de julio de 2021. 

 

En tal virtud, a fin de resolver la causal de mérito, no obstante que 

la actora no produjo ampliación de demanda, resulta menester realizar el 

estudio de la legalidad de la notificación de la resolución controvertida 

en la presente vía contenciosa administrativa, por ende esta Juzgadora 

se avoca al análisis del concepto de anulación marcado como segundo, del 

escrito de demanda, donde controvirtió la legalidad de las constancias de 

notificación del acto impugnado, en el que manifestó lo siguiente: 
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… 

 

… 
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… 
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… 

 

… 
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… 

 

… 
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Por su parte la autoridad demanda en su contestación a la 

ampliación de demanda, sostuvo lo siguiente: 

“… 
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(…) 

 

Establecidos los argumentos de las partes, a juicio de esta 

Juzgadora resultan FUNDADOS los conceptos de impugnación vertidos por 

la parte actora y, por ende, INFUNDADA la causal de improcedencia 

invocada por la autoridad demandada, en virtud de que la resolución 

impugnada contenida en el oficio número 110-04-03-2021-2305 de 05 de 

julio de 2021, NO se notificó cumpliendo con la formalidades que al efecto 

establecen las disposiciones legales aplicables para tales efectos. 

 

EN ACATAMIENTO A LA EJECUTORIA DICTADA EL 23 DE 

FEBRERO DE 2023, POR EL PRIMER  TRIBUNAL COLEGIADO EN 

MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO, EN EL JUICIO DE 

AMPARO DIRECTO D.A.823/2022; la litis se circunscribe a determinar si: 

“que antes de efectuar por estrados la notificación de la resolución 

administrativa impugnada debió mediar citatorio.” 
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Ahora bien, esta Juzgadora hace suyos los razonamientos 

expresamente indicados por el Tribunal de Alzada en el sentido de que: 

 

El actor afirma que la autoridad perdió de vista que antes de la 

notificación por estrados se tuvieron que agotar los supuestos previstos en el 

artículo 137 del Código Fiscal de la Federación, conforme a lo establecido 

por la Segunda Sala del alto tribunal en la tesis 2a./J 176/2008, de rubro 

“NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS PRACTICADA EN TÉRMINOS DEL 

ARTÍCULO 134, FRACCIÓN lll, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 

FEDERACIÓN, VIGENTE HASTA EL 28 DE JUNIO DE 2006. EL 

NOTIFICADOR DEBE ASENTAR PORMENORIZADAMENTE EN EL ACTA 

RELATIVA CÓMO SE CERCIORÓ DE QUE LA PERSONA A QUIEN DEBÍA 

NOTIFICAR DESAPARECIÓ DESPUÉS DE INICIADAS LAS 

FACULTADES DE COMPROBACIÓN.” 

 

Dice que la responsable analizó de manera aislada el artículo 134, 

fracción lII, del Código Fiscal de la Federación, pasando por alto que las 

notificaciones deben atender todas las formalidades generen certeza de que 

la información que debe conocer el destinatario llegue efectivamente a su 

conocimiento, lo que implica que el notificador asiente la razón de los 

elementos que lo condujeron a la convicción de los hechos. 

 

Explica que el artículo 137, párrafo primero, del código tributario 

federal prevé que para el caso de la notificación personal, cuando el 

notificador no encuentre a quien deba notificar le dejará citatorio en el 

domicilio, sea para que espere a una hora del día hábil siguiente o para que 

el particular pueda acudir a notificarse en el plazo de seis días a las oficinas 

de las autoridades. 

 

Atendiendo a lo expuesto, sostiene que el dicho de algunos vecinos 

es insuficiente para considerar actualizada la hipótesis de la fracción Ill del 

mencionado precepto, pues no otorga certeza de que efectivamente se 

encontrara en el supuesto de no localizable. 
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Para resolver el planteamiento sintetizado conviene tomar en 

cuenta el contenido del artículo 134, fracción lll, del Código Fiscal de la 

Federación, que establece: 

 

 

 

Conforme al precepto transcrito, los actos administrativos se 

notificarán por estrados cuando, entre otros supuestos, la persona a quien 

se deban notificar no sea localizable en el domicilio que señale para efectos 

del Registro Federal de Contribuyentes o, en su caso, cuando se ignore su 

domicilio o el de su representante. 

 

AI respecto, al resolver la contradicción de tesis 89/2015, la 

Segunda Sala determinó qué se debe entender por la expresión "no 

localizable" a que se refiere el artículo 134, fracción III, del Código Fiscal de 

la Federación. 

 

Explicó que, en términos del precepto citado, la notificación por 

estrados de los actos administrativos tiene lugar cuando: 

 

a) La persona a quien se deba notificar no sea localizable en 

el domicilio que haya señalado para efectos del Registro 

Federal de Contribuyentes. 

b) Se ignore su domicilio o el de su representante; 

c) Desaparezca; 

d) Se oponga a la diligencia de notificación; 

e) A quien se deba notificar se coloque en el supuesto 

previsto en la fracción V del artículo 110 del ordenamiento 

en cita; y, 
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f) En los demás casos que se señalan en las leyes fiscales y 

el propio código. 

 

Expuso que el domicilio fiscal es el lugar de localización del 

contribuyente frente a la administración pública en materia tributaria. 

 

Destacó que el supuesto contenido en el inciso a) se refiere 

exclusivamente al contribuyente que no es localizable en su domicilio, la cual 

constituye una circunstancia reprochable a aquél y, por ende, no es atribuible 

a aspectos ,que tengan que ver con el domicilio en sí mismo, tales como un 

posible cambio de éste, por lo que no existe razón por la cual la autoridad 

deba buscar a la persona fuera de su domicilio, pues se entiende que es el 

lugar que señaló para atender cualquier cuestión de orden tributario; de ahí 

que la circunstancia de que el sujeto no sea localizable se debe verificar a 

partir de la mecánica de notificación personal prevista en el artículo 137 del 

Código Fiscal de la Federación. 

 

Conforme a lo anterior, sostuvo la Segunda Sala que para la 

procedencia de la notificación por estrados o por instructivo en el supuesto 

de que el contribuyente sea "no sea localizable" debe mediar el desahogo 

del procedimiento previsto en el artículo 137 del Código Fiscal de la 

Federación, esto es, dejar citatorio para que el destinatario acuda a las 

oficinas de la autoridad dentro del plazo de seis días a efecto de practicar en 

ese sitio la notificación y, ante su inasistencia, la autoridad debe levantar un 

acta circunstanciada de la diligencia de notificación en el sentido de que se 

trató de encontrar a la persona, pero no fue posible al no estar físicamente 

en el domicilio. 

 

Las anteriores consideraciones quedaron reflejadas en la 

jurisprudencia 2a./J. 118/2015, publicada en la Gaceta del Semanario 

Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 23, octubre de 2015, Tomo 

II, página 1892, que establece: 
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“NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. INTERPRETACIÓN DE LA 
EXPRESIÓN "NO SEA LOCALIZABLE" ESTABLECIDA EN LA 
PRIMERA PARTE DE LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 134 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN EN SU TEXTO 
ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013. 
Conforme a la porción normativa citada, las notificaciones de los 
actos administrativos se harán por estrados cuando el 
contribuyente no sea localizable en el domicilio que haya señalado 
para efectos del registro federal de contribuyentes, es decir, se 
trata del lugar de localización del contribuyente frente a la 
administración pública en materia tributaria, aunque de hecho no 
esté presente. Ahora, no existe razón por la que la autoridad deba 
buscar a la persona fuera de su domicilio, pues se entiende que es 
el lugar que señaló para cualquier cuestión de orden tributario; de 
ahí que la expresión "no sea localizable" se refiere a los casos en 
que no sea posible encontrarla en su domicilio fiscal al momento 
en que se presenta el notificador, y su hipótesis se actualiza 
cuando, habiendo seguido la mecánica de la notificación personal, 
se deja citatorio para que el destinatario acuda a las oficinas de la 
autoridad dentro del plazo de 6 días, a efecto de practicar en ese 
sitio la notificación y no lo hace ante su inasistencia. Debiendo 
entenderse que, en todo caso, la autoridad debe levantar acta 
circunstanciada de la diligencia de notificación en el sentido de que 
se trató de encontrar a la persona, pero no fue posible al no estar 
físicamente en el domicilio, pues sólo a partir de este documento 
podrá válidamente procederse a notificar por estrados el acto 
administrativo de que se trate. 
 
Contradicción de tesis 89/2015. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito y Primero en Materias Administrativa y de Trabajo 
del Décimo Primer Circuito. 8 de julio de 2015. Mayoría de tres 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disidentes: Juan N. 
Silva Meza y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretaria: Miroslava de Fátima Alcayde Escalante. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
Tesis XI.1o.A.T.2 A (10a.), de rubro: "CONTRIBUYENTE ‘NO 
LOCALIZABLE’ PARA EFECTOS DE LA NOTIFICACIÓN POR 
ESTRADOS. DEBE CONSIDERARSE ASÍ CUANDO 
DEFINITIVAMENTE HAYA DEJADO EL DOMICILIO FISCAL 
DONDE SE LE BUSQUE.", aprobada por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo 
Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro X, Tomo 3, julio de 
2012, página 1823, y 
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El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 
89/2015. 
 
Tesis de jurisprudencia 118/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del doce de agosto 
de dos mil quince. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de octubre de 2015 a las 11:00 
horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del martes 13 de octubre 
de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo 
General Plenario 19/2013.” 
 
 

Este criterio fue retomado por la propia Segunda Sala en la 

contradicción de tesis 89/2015, en la que interpretó el artículo 134, fracción 

lIl, en relación con el 137 del Código Fiscal de la Federación, y determinó 

que: 

 

1) Si el interesado no se encuentra, pero el notificador se cerciora 

de que se trata del domicilio correcto, debe dejar un citatorio, 

con el fin de que exista la posibilidad de Ilevar a cabo la 

notificación personal. 

 

2) Si bien la ley no establece el supuesto en el que el notificador 

no encuentre al interesado la primera vez que acude al 

domicilio, y que al intentar dejar el citatorio, la persona que se 

encuentre se oponga a la notificación, lo cierto es que el 

notificador debe dejar el citatorio por medio de instructivo, pues 

la negativa del tercero no lo exime de dar cumplimiento a lo 

dispuesto en el primer párrafo del artículo 137. 

 

Concluyó que de aceptarse el supuesto de que la negativa del 

tercero a recibir un citatorio, permita a la autoridad fiscal notificar el acto 

administrativo por medio de estrados, produce un nivel muy alto de falibilidad 
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del objeto de la notificación, esto es, un alto riesgo de que el gobernado no 

tendrá conocimiento oportuno del acto. 

 

Estas consideraciones se reflejaron en la jurisprudencia 2a./J. 

142/2015, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

Décima Época, Libro 24, noviembre de 2015, Tomo ll, página 1080, que 

prevé: 

 

“NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. LA NEGATIVA DE UN 
TERCERO A RECIBIR EL CITATORIO NO ACTUALIZA EL 
SUPUESTO DE LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 134 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. La fracción indicada 
debe interpretarse restrictivamente y ordenarse la notificación 
por estrados únicamente en los supuestos que expresamente 
prevé, entre los que se encuentra la oposición del interesado a 
que se practique la notificación personal. Por su parte, el artículo 
137, primer párrafo, del Código Fiscal de la Federación, en su 
texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 9 de diciembre de 2013, establece que si en la 
diligencia de notificación personal el notificador no encuentra al 
interesado o a su representante, está obligado a dejar citatorio 
en el domicilio para que espere a una hora fija del día hábil 
siguiente o para que acuda a notificarse a las oficinas de la 
autoridad fiscal. Ahora bien, como la ley no contempla el 
supuesto en el que el notificador no encuentre al interesado la 
primera vez que acuda al domicilio y que al intentar dejar el 
citatorio con quien esté o con un vecino, dicho tercero se oponga 
a la notificación o a recibir el citatorio, la autoridad no debe 
ordenar la notificación por estrados, pues de una interpretación 
que genera una mayor previsibilidad de que el interesado tenga 
conocimiento oportuno de la resolución a notificar, se concluye 
que el notificador debe dejar dicho citatorio mediante la fijación 
del instructivo en el domicilio del interesado, como se dispone en 
el segundo párrafo del mismo precepto, aunque éste se refiera al 
caso de que habiéndose dejado el citatorio, el interesado no 
espere al notificador. 

 

Contradicción de tesis 53/2015. Entre las sustentadas por los 
Tribunales Colegiados Primero en Materia Administrativa del 
Primer Circuito y Primero en Materias Administrativa y de Trabajo 
del Décimo Sexto Circuito. 23 de septiembre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Juan N. Silva 
Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa. 
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Tesis y criterio contendientes: 

 

Tesis XVI.1o.A.T.9 A (10a.), de rubro: "NOTIFICACIÓN EN 
MATERIA FISCAL. EL CITATORIO QUE DEBE DEJARSE 
CUANDO NO SE LOCALIZA AL DESTINATARIO O A SU 
REPRESENTANTE LEGAL PUEDE ENTREGARSE A 
CUALQUIER PERSONA QUE SE ENCUENTRE EN EL 
DOMICILIO O, EN SU DEFECTO, A ALGÚN VECINO Y, SI SE 
REHÚSAN A RECIBIRLO, DEBE FIJARSE POR MEDIO DE 
INSTRUCTIVO.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, 
y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro XVII, Tomo 2, febrero de 2013, 
página 1404, y 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 
864/2014. 

 

Tesis de jurisprudencia 142/2015 (10a.). Aprobada por la 
Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del siete 
de octubre de dos mil quince.  

Esta tesis se publicó el viernes 27 de noviembre de 2015 a las 
11:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 
de noviembre de 2015, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.” 

 

De acuerdo con los criterios transcritos, la notificación a través 

de estrados constituye una excepción a la regla general consistente en que 

la comunicación de los actos se realizará en forma personal, que solamente 

cobra aplicación cuando la autoridad haya cumplido con lo previsto en el 

artículo 137 del Código Fiscal de la Federación y no haya sido posible 

efectuar la notificación. 

 

Este precepto establece, entre otros requisitos, el relativo a la 

práctica de un citatorio, el cual, ante la ausencia del contribuyente o un tercero 
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en su domicilio que lo pueda recibir, debe dejarse con un vecino o bien, ante 

su negativa, fijarse por instructivo en su domicilio. 

 

De este modo, si el interesado o su representante no esperan al 

notificador, la autoridad procederá a realizar la notificación a través de 

estrados, para lo cual deberá levantar un acta circunstanciada en que se haga 

constar que el acto de la autoridad tributaria no pudo notificarse 

personalmente y debe contener, entre otros requisitos, los datos que arrojen 

certeza de que se actuó en el domicilio correcto y los hechos que condujeron 

al notificador a la conclusión de que no es posible practicar la notificación en 

el domicilio proporcionado. 

 

En el caso, de la constancia de hechos de 06 de julio del 2021, 

se advierte que el notificador asentó (folios 63 del expediente del juicio de 

nulidad): 
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De la transcripción que antecede se obtiene que el notificador 

adscrito a la Administración Desconcentrada de Recaudación de Jalisco "2" 

con sede en Jalisco del Servicio de Administración Tributaria se apersonó en 

el domicilio que el quejoso señaló para efectos del Registro Federal de 

Contribuyentes y fue atendido por una persona distinta, que afirmó 

desconocer si el contribuyente buscado continúa ocupando u ocupaba dicho 

domicilio, que no guarda alguna relación con aquél, ni tiene conocimiento del 

nuevo domicilio, número telefónico o correo electrónico donde se le pueda 

localizar. 

 

EI notificador obtuvo la misma respuesta al indagar al respecto 

en los domicilios aledaños, en que se le informó que no conocen al 

contribuyente ni el lugar o algún medio para localizarlo. Por tanto, asentó que 

no se Ilevó a cabo la diligencia. 
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En consecuencia se publicó la cédula de notificación por 

estrados que a continuación se digitaliza (folio 61 de autos): 

 

 

 

De la imagen inserta se advierte que, con motivo de los hechos 

asentados en la constancia de 06 de julio del 2021, toda vez que el 

contribuyente ***** ******** se ubicó en el supuesto previsto en el artículo 134, 

fracción llI, del Código Fiscal de la Federación, consistente en que la persona 

a quien deba notificarse no sea localizable en el domicilio que se haya 

señalado para efectos del Registro Federal de Contribuyentes, siendo las 12 

horas con 51 minutos del 06 de julio del 2021 se notificó por estrados la 

resolución contenida en el oficio 110-04-03-2021-2305, de 05 de julio del 

2021. 

 

Además se fijó el documento en un sitio abierto al público en las 

oficinas de la Administración Desconcentrada de Recaudación de Jalisco 

2,con sede en Jalisco, y se publicó en el portal del Servicio de Administración 
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Tributaria www.sat.gob.mx por seis días consecutivos a partir del día 

siguiente a aquél en que se fijó y publicó. 

 

Por otra parte, de la Constancia de Notificación por estrados se 

advierte que la autoridad asentó que el plazo de seis días hábiles comenzó 

el siete de julio del año en cita y concluyó el catorce siguiente; en 

consecuencia, el quince del mismo mes y año, a las trece horas con diez 

minutos, el Analista de Cobranza adscrito a la Administración 

Desconcentrada de Recaudación Jalisco 2, con sede en Jalisco, hizo constar 

el retiro del documento de ¡os estrados ubicados en sitio abierto al público y 

del portal del Servicio de Administración Tributaria, y se tuvo por notificado al 

actor el quince de julio del dos mil veintiuno. 

 

Como se advierte de la siguiente imagen (folio 62 de autos): 

 

 

Lo anterior es suficiente para concluir que en la primera ocasión 

en que el notificador se constituyó en el domicilio fiscal de la contribuyente, la 

persona que lo atendió y los vecinos le informaron que desconocían si el 

contribuyente buscado continúa ocupando u ocupaba dicho domicilio; por 
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tanto, procedió a levantar acta circunstanciada, en la que se apoyó la 

notificación por estrados. 

 

Es decir, previo a instrumentar esa acta, no dejó citatorio con 

algún vecino, o bien, lo fijó por instructivo en su domicilio, omisión que se 

corrobora con las constancias que acompañó la autoridad; de ahí que no 

cumplió con el procedimiento previsto en el artículo 137 del Código Fiscal de 

la Federación, el cual, como se indicó, es un presupuesto necesario para la 

procedencia de la notificación por estrados. 

 

En consecuencia, resultan fundados los planteamientos del 

actor, pues el acta circunstanciada de hechos de seis de julio del dos mil 

veintiuno no es apta para justificar la legalidad de la notificación por estrados 

y, por ende, no fue correcto que de esa manera se hiciera de su conocimiento 

la resolución determinante del adeudo impugnado. 

 

Lo anterior, tiene como consecuencia que se tenga a la 

demandante como conocedora de la resolución administrativa impugnada el 

30 de diciembre de 2021; de ahí que la promoción del juicio se debe estimar 

oportuna. 

 

Por lo que en este sentido, atendiendo a la causal de 

improcedencia hecha valer por la autoridad, esta Instructora determina que 

resulta infundada, al no actualizarse la hipótesis prevista en la fracción IV del 

artículo 8, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo y 

por ende no resulta procedente sobreseer el juicio. 

 

SEXTO.- En atención a la jurisprudencia 1.4o.A. J/44, emitida por el 

Poder Judicial de la Federación, esta Juzgadora considera oportuno estudiar el 

CUARTO concepto de impugnación del escrito inicial de demanda, el cual resulta 
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ser más benéfico a la esfera jurídica de la actora, jurisprudencia que es del tenor 

siguiente: 

•  

“No. Registro: 174,974 
Jurisprudencia 
Materia(s): Administrativa 
Novena Época 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
XXIII, Mayo de 2006 
Tesis: I.4o.A. J/44 
Página: 1646 
 
SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL 
Y ADMINISTRATIVA. EN ATENCIÓN AL ORDEN QUE SEÑALA 
EL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN PARA EL ESTUDIO 
DE LOS CONCEPTOS DE ANULACIÓN, DEBEN ANALIZARSE 
EN PRIMER LUGAR AQUELLOS QUE LLEVEN A DECLARAR 
LA NULIDAD MÁS BENÉFICA PARA EL ACTOR. En el artículo 
237 del Código Fiscal de la Federación se encuentra contenido el 
principio de exhaustividad de las sentencias en materia fiscal, al 
imponer a las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa la obligación de examinar todos y cada uno de los 
puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos 
que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por 
los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del 
procedimiento, lo que se traduce en la obligación de analizar, en 
primer lugar, los motivos de nulidad que lleven a una declaratoria 
de nulidad más benéfica para el actor, y sólo en el evento de 
estimarlos infundados, se pronuncie sobre los conceptos de 
impugnación que lleven a una declaratoria de nulidad para efectos, 
bien sea de la llamada comúnmente "del tercer tipo", por versar 
sobre el ejercicio de facultades discrecionales o, en su caso, para 
otros efectos.” 

 

Asimismo, resulta aplicable la jurisprudencia VII-J-1aS-58 

emitida por esta Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 

Justicia Fiscal y Administrativa, publicada en la Revista que edita este Órgano 

Jurisdiccional, correspondiente a la Séptima Época, Año III, Número 20, 

Marzo 2013, página 36, la cual es del tenor literal siguiente: 

 

“CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN. PREEMINENCIA DEL 
ESTUDIO DE LOS QUE REPRESENTEN UN MAYOR 
BENEFICIO PARA LA PARTE ACTORA.- De conformidad con el 
artículo 50 segundo párrafo de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, el estudio de los conceptos de 
violación debe atender al principio de mayor beneficio; esto es que, 
a fin de garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y 
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efectivo a la administración de justicia, cuando se hagan valer 
diversas causales de ilegalidad, la sentencia deberá examinar 
preferentemente aquellos conceptos que puedan llevar a declarar 
la nulidad lisa y llana de la resolución o acto impugnado, 
pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no 
mejoren lo ya alcanzado por el actor, de manera que quedará al 
prudente arbitrio del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa determinar la preminencia en el estudio de los 
conceptos de impugnación, al clasificar en orden de importancia los 
tópicos tratados en cada uno de los conceptos de impugnación 
atendiendo a la consecuencia que para el actor tuviera el que se 
declararen fundados; sin importar, la secuencia en que se hubieren 
expuesto en la demanda inicial, o en la ampliación de demanda, en 
su caso.” 

 

En ese sentido, de conformidad con el artículo 50 de la Ley 

Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, esta Juzgadora, 

procede al estudio y resolución, del concepto de impugnación del escrito 

inicial demanda, en el cual la accionante manifestó lo siguiente: 
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De lo anteriormente transcrito, se advierte que la accionante se 

duele de que la resolución impugnada en el presente juicio contencioso 

administrativo es ilegal, en virtud de que, fue emitida en contravención a lo 
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dispuesto en el artículo 153 de la Ley Aduanera, esto es, fuera del plazo de 

los cuatro meses con que contaba la autoridad para tal efecto. 

 

Por su parte la autoridad demandada al producir su 

contestación de demanda sostuvo lo siguiente:  
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Expuestos los argumentos de las partes, el concepto de impugnación 

en estudio, a consideración de esta Juzgadora, deviene FUNDADO y suficiente 

para declarar la nulidad de la resolución impugnada, por las consideraciones de 

hecho y de derecho siguientes: 

 

La Litis a dilucidar en el presente Considerando se circunscribe 

en determinar si la autoridad transgredió en perjuicio de la hoy accionante, el 

plazo de cuatro meses a que hace referencia el artículo 153 de la Ley 

Aduanera para emitir la resolución determinante del crédito fiscal. 

 

Ahora bien, a fin de dilucidar la Litis correspondiente al presente 

Considerando, se estima necesario imponernos del contenido del artículo 

153 de la Ley Aduanera, citado por la autoridad demandada para la emisión 
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de la resolución que nos ocupa; precepto legal que a la letra establece lo 

siguiente: 

 

LEY ADUANERA 

 

“ARTICULO 153. El interesado deberá ofrecer por escrito, las 
pruebas y alegatos que a su derecho convenga, ante la 
autoridad aduanera que hubiera levantado el acta a que se 
refiere el artículo 150 de esta Ley, dentro de los diez días 
siguientes a aquél en que surta efectos la notificación de dicha 
acta. El ofrecimiento, desahogo y valoración de las pruebas se 
hará de conformidad con lo dispuesto por los artículos 123 y 130 
del Código Fiscal de la Federación. Tratándose de la valoración 
de los documentos con los que se pretenda comprobar la legal 
estancia o tenencia de las mercancías, cuando la información en 
ellos contenida deba transmitirse en el sistema electrónico 
aduanero previsto en los artículos 36 y 36- A de esta Ley para 
su despacho, se dará pleno valor probatorio a la información 
transmitida. 

 

Cuando el interesado presente pruebas documentales que 
acrediten la legal estancia o tenencia de las mercancías en el 
país; desvirtúen los supuestos por los cuales fueron objeto de 
embargo precautorio o acrediten que el valor declarado fue 
determinado de conformidad con el Título III, Capítulo III, 
Sección Primera de esta Ley en los casos a que se refiere el 
artículo 151, fracción VII de esta Ley, la autoridad que levantó el 
acta a que se refiere el artículo 150 de esta Ley, dictará de 
inmediato la resolución, sin que en estos casos se impongan 
sanciones; de existir mercancías embargadas se ordenará su 
devolución. Cuando el interesado no presente las pruebas o 
éstas no desvirtúen los supuestos por los cuales se embargó 
precautoriamente la mercancía, las autoridades aduaneras 
deberán de dictar resolución definitiva, en un plazo que no 
excederá de cuatro meses, contados a partir del día siguiente a 
aquél en que se encuentre debidamente integrado el expediente. 
Se entiende que el expediente se encuentra debidamente 
integrado cuando hayan vencido los plazos para la presentación 
de todos los escritos de pruebas y alegatos o, en caso de resultar 
procedente, la autoridad encargada de emitir la resolución haya 
llevado a cabo las diligencias necesarias para el desahogo de 
las pruebas ofrecidas por los promoventes. De no emitirse la 
resolución definitiva en el término de referencia, quedarán sin 
efectos las actuaciones de la autoridad que dieron inicio al 
procedimiento. 
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Tratándose de mercancías excedentes o no declaradas 
embargadas a maquiladoras y empresas con programas de 
exportación autorizados por la Secretaría de Economía, cuando 
dentro de los diez días siguientes a la notificación del acta a que 
se refiere este artículo, el interesado presente escrito en el que 
manifieste su consentimiento con el contenido del acta, la 
autoridad aduanera que hubiera iniciado el procedimiento podrá 
emitir una resolución provisional en la que determine las 
contribuciones y cuotas compensatorias omitidas y las 
sanciones que procedan. Cuando el interesado en un plazo de 
cinco días a partir de que surta efectos la notificación de la 
resolución provisional acredite el pago de las contribuciones, 
accesorios y multas correspondientes y, en su caso, el 
cumplimiento de las regulaciones y restricciones no 
arancelarias, la autoridad aduanera ordenará la devolución de 
las mercancías.  

 

Para efectos de la fracción IV del artículo 151 de la Ley 
Aduanera, cuando con motivo del reconocimiento aduanero, o 
de la verificación de mercancía en transporte, se detecte 
mercancía no declarada o excedente en más de un 10% del 
valor total declarado en la documentación aduanera que ampare 
las mercancías, siempre que no se actualice alguno de los otros 
supuestos de embargo precautorio a que se refiere el artículo 
151 de la Ley, cuando dentro de los diez días siguientes a la 
notificación del acta a que se refiere el artículo 150 de la Ley, el 
interesado presente escrito en el que manifieste su 
consentimiento con el contenido del acta, la autoridad aduanera 
que hubiera iniciado el procedimiento podrá emitir una 
resolución provisional en la que determine las contribuciones y 
cuotas compensatorias omitidas y las sanciones que procedan. 
Cuando el interesado en un plazo de cinco días a partir de que 
surta efectos la notificación de la resolución provisional acredite 
el pago de las contribuciones, accesorios y multas 
correspondientes, la autoridad aduanera ordenará la devolución 
de las mercancías.” 

 

Del análisis realizado al precepto antes mencionado, se advierte 

lo siguiente:  
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Que el interesado deberá ofrecer por escrito, las pruebas y 

alegatos que a su derecho convenga, ante la autoridad aduanera que hubiera 

levantado el acta a que se refiere el artículo 150 de esta Ley, dentro de los 

diez días siguientes a aquél en que surta efectos la notificación de dicha acta. 

El ofrecimiento, desahogo y valoración de las pruebas se hará de 

conformidad con lo dispuesto por los artículos 123 y 130 del Código Fiscal 

de la Federación. Tratándose de la valoración de los documentos con los que 

se pretenda comprobar la legal estancia o tenencia de las mercancías, 

cuando la información en ellos contenida deba transmitirse en el sistema 

electrónico aduanero previsto en los artículos 36 y 36- A de la Ley Aduanera 

para su despacho, se dará pleno valor probatorio a la información 

transmitida. 

 

Que cuando el interesado presente pruebas documentales que 

acrediten la legal estancia o tenencia de las mercancías en el país; desvirtúen 

los supuestos por los cuales fueron objeto de embargo precautorio o 

acrediten que el valor declarado fue determinado de conformidad con el 

Título III, Capítulo III, Sección Primera de la Ley Aduanera en los casos a que 

se refiere el artículo 151, fracción VII de la Ley Aduanera, la autoridad que 

levantó el acta a que se refiere el artículo 150 de esta Ley, dictará de 

inmediato la resolución, sin que en estos casos se impongan sanciones; de 

existir mercancías embargadas se ordenará su devolución. Cuando el 

interesado no presente las pruebas o éstas no desvirtúen los supuestos por 

los cuales se embargó precautoriamente la mercancía, las autoridades 

aduaneras deberán de dictar resolución definitiva, en un plazo que no 

excederá de cuatro meses, contados a partir del día siguiente a aquél en que 

se encuentre debidamente integrado el expediente. Se entiende que el 

expediente se encuentra debidamente integrado cuando hayan vencido 

los plazos para la presentación de todos los escritos de pruebas y 

alegatos o, en caso de resultar procedente, la autoridad encargada de 

emitir la resolución haya llevado a cabo las diligencias necesarias para 

el desahogo de las pruebas ofrecidas por los promoventes. De no 

emitirse la resolución definitiva en el término de referencia, quedarán 
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sin efectos las actuaciones de la autoridad que dieron inicio al 

procedimiento. 

 

Que tratándose de mercancías excedentes o no declaradas 

embargadas a maquiladoras y empresas con programas de exportación 

autorizados por la Secretaría de Economía, cuando dentro de los diez días 

siguientes a la notificación del acta a que se refiere este artículo, el interesado 

presente escrito en el que manifieste su consentimiento con el contenido del 

acta, la autoridad aduanera que hubiera iniciado el procedimiento podrá 

emitir una resolución provisional en la que determine las contribuciones y 

cuotas compensatorias omitidas y las sanciones que procedan. Cuando el 

interesado en un plazo de cinco días a partir de que surta efectos la 

notificación de la resolución provisional acredite el pago de las 

contribuciones, accesorios y multas correspondientes y, en su caso, el 

cumplimiento de las regulaciones y restricciones no arancelarias, la autoridad 

aduanera ordenará la devolución de las mercancías.  

 

Que para efectos de la fracción IV del artículo 151 de la Ley 

Aduanera, cuando con motivo del reconocimiento aduanero, o de la 

verificación de mercancía en transporte, se detecte mercancía no declarada 

o excedente en más de un 10% del valor total declarado en la documentación 

aduanera que ampare las mercancías, siempre que no se actualice alguno 

de los otros supuestos de embargo precautorio a que se refiere el artículo 

151 de la Ley, cuando dentro de los diez días siguientes a la notificación del 

acta a que se refiere el artículo 150 de la Ley, el interesado presente escrito 

en el que manifieste su consentimiento con el contenido del acta, la autoridad 

aduanera que hubiera iniciado el procedimiento podrá emitir una resolución 

provisional en la que determine las contribuciones y cuotas compensatorias 

omitidas y las sanciones que procedan. Cuando el interesado en un plazo de 

cinco días a partir de que surta efectos la notificación de la resolución 



 
 
 
 

52 

provisional acredite el pago de las contribuciones, accesorios y multas 

correspondientes, la autoridad aduanera ordenará la devolución de las 

mercancías. 

 

Ahora bien, del análisis realizado a la resolución determinante 

del crédito fiscal de fecha 05 de julio de 2021, misma que es valorada en 

términos del artículo 46, fracción I de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, se advierte que se notificó a la hoy actora el Acta 

de verificación, embargo y notificación del Inicio del Procedimiento 

Administrativo en Materia Aduanera de vehículos de procedencia 

extranjera , a fin de que conforme a los artículos 150 y 153 de la Ley 

Aduanera, manifestara por escrito lo que a su derecho conviniera en el 

plazo de diez días hábiles, contados a partir del día siguiente a aquel en 

que surtiera efectos la notificación del acta de referencia. 

 

En ese sentido, en atención a lo dispuesto en el artículo 153 de 

la Ley Aduanera se encontró debidamente integrado el expediente en 

fecha 22 de marzo de 2021 por ser éste el día en que vencieron los plazos 

para la presentación de todos los escritos de pruebas y alegatos, por lo 

que, a partir del 23 de marzo de 2021, la autoridad contaba con un plazo de 

cuatro meses para emitir la resolución determinante del crédito fiscal; plazo 

que corrió del 23 de marzo al 23 de julio de 2021. 

 

En ese sentido, le asiste la razón a la parte actora en razón de 

que la autoridad excedió el plazo de cuatro meses con que contaba para 

emitir la resolución determinante del crédito fiscal, ya que la actora tuvo 

conocimiento de la resolución determinante del crédito fiscal contenida en el 

oficio número 110-04-03-2021-2305 de 05 de julio de 2021, hasta el 30 de 

diciembre de 2021 tal y como se resolvió en el Considerando que antecede, 

esto es, fuera del plazo de los cuatro meses al que hace referencia el 

artículo 153 de la Ley Aduanera. 



 
EXPEDIENTE: 311/22-EC1-01-2 
 
ACTOR: ***** ******** 
 

 
 
 

53 

 

 

De ahí que, resulte fundado el concepto de impugnación en 

estudio, en virtud de que tal y como lo adujo la accionante, tuvo conocimiento 

de la resolución determinante fuera del plazo de cuatro meses a que hace 

referencia el segundo párrafo del artículo 153 de la Ley Aduanera.  

 

En consecuencia, con fundamento en el artículo 51, fracción IV 

de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en relación 

con el diverso 52, fracción II del ordenamiento en cita, se declara la nulidad 

lisa y llana de la resolución impugnada de fecha 09 de enero de 2019, en 

virtud de que como quedó precisado a lo largo del presente fallo, la autoridad 

emitió la resolución determinante del crédito fiscal fuera del plazo de cuatro 

meses que establece el artículo 153 de la Ley Aduanera, para tal efecto. 

 

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, la Jurisprudencia 

2a./J. 140/2002, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Tomo XVI, Diciembre de 2002, página 247; cuyo rubro y texto son 

del contenido literal siguiente: 

 

“PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA 
ADUANERA. LA EMISIÓN DE LA RESOLUCIÓN QUE 
RECAIGA A ÉSTE, FUERA DEL PLAZO DE CUATRO MESES, 
PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 155 DE LA LEY ADUANERA 
VIGENTE EN 1996 Y 153, TERCER PÁRRAFO, DEL MISMO 
ORDENAMIENTO, VIGENTE EN 1999 Y EN 2000, CONDUCE 
A DECLARAR SU NULIDAD LISA Y LLANA. Los artículos 155 
de la Ley Aduanera vigente en 1996 y 153, tercer párrafo, del 
mismo ordenamiento, vigente en 1999 y en 2000, disponen que, 
tratándose de un procedimiento administrativo en materia 
aduanera, en los supuestos en que el interesado no desvirtúe 
mediante pruebas documentales los hechos y circunstancias que 
motivaron el inicio del procedimiento, así como cuando ofrezca 
pruebas distintas, las autoridades aduaneras dictarán resolución 
en un plazo que no exceda de cuatro meses a partir de la fecha 
en que se levante el acta de embargo respectiva, determinando, 
en su caso, las contribuciones y las cuotas compensatorias 
omitidas e impondrán las sanciones que procedan. En este 
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contexto, aun cuando los preceptos citados no establecen 
sanción expresa para el caso de que la autoridad no dé 
cumplimiento dentro del plazo previsto en la ley, tal ilegalidad 
ocasiona la nulidad lisa y llana de aquella resolución, en términos 
de la fracción IV del artículo 238 del Código Fiscal de la 
Federación, ya que estimar lo contrario implicaría que las 
autoridades pudieran practicar actos de molestia en forma 
indefinida, quedando a su arbitrio la duración de su actuación, lo 
que resulta violatorio de la garantía de seguridad jurídica prevista 
en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, así como de lo dispuesto en los preceptos de la Ley 
en mención que delimitan temporalmente la actuación de dicha 
autoridad en el entendido que al decretarse tal anulación, la 
consecuencia se traduce no sólo en el impedimento de la 
autoridad para reiterar su acto, sino también trasciende a la 
mercancía asegurada pues ésta deberá devolverse. No obsta a 
lo anterior, el contenido de la tesis de jurisprudencia 2a./J. 
41/2000, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, mayo de 2000, página 226, 
ya que se refiere a la hipótesis en que la autoridad cumplimenta 
fuera del plazo de cuatro meses una sentencia del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa que declara la nulidad 
de un acto administrativo, mientras que el supuesto antes 
plasmado alude al caso en que la autoridad aduanera omite 
resolver la situación del particular en un procedimiento 
administrativo en materia aduanera, dentro de un plazo de cuatro 
meses contados a partir del levantamiento del acta de embargo.” 
 

 

Asimismo, sirve de apoyo a lo anterior, por analogía la 

jurisprudencia y la tesis cuyos datos de identificación, rubro y texto dicen: 

 

“Época: Novena Época  
Registro: 176663  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  
Tomo XXII, Noviembre de 2005  
Materia(s): Administrativa  
Tesis: 2a./J. 132/2005  
Página: 50  
 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA 
ADUANERA. LA RESOLUCIÓN QUE SE EMITA FUERA DEL 
PLAZO DE 4 MESES, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 152 DE 
LA LEY ADUANERA, CONDUCE A DECLARAR SU NULIDAD 
LISA Y LLANA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN LOS AÑOS DE 
1998 A 2001). El citado precepto legal no establece sanción para 
el caso de que la autoridad aduanera dicte la determinación de 
contribuciones omitidas, cuotas compensatorias y, en su caso, la 
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imposición de sanciones al contribuyente fuera del plazo de 4 
meses; sin embargo, tal situación ocasiona su nulidad lisa y llana, 
de conformidad con el artículo 238, fracción IV, del Código Fiscal 
de la Federación, debido a que dicha resolución se dictó en 
contravención del artículo 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, que tutela la garantía de seguridad 
jurídica, consistente en otorgar certeza al gobernado respecto de 
una situación o actuación de autoridad determinados; además, 
en atención a ese principio, debe considerarse que las 
actividades de verificación fiscal no son ilimitadas, y que el 
ejercicio de las facultades de comprobación no puede ser 
indefinido.” 
 
“Época: Novena Época  
Registro: 189145  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  
Tomo XIV, Agosto de 2001  
Materia(s): Administrativa  
Tesis: IV.2o.A.7 A  
Página: 1309  
 
CONTRIBUCIONES OMITIDAS, CUOTAS 
COMPENSATORIAS E IMPOSICIÓN DE SANCIONES, 
DETERMINACIÓN DE. SU EMISIÓN FUERA DEL PLAZO DE 
CUATRO MESES QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 152 DE LA 
LEY ADUANERA, ACTUALIZA LA CAUSAL DE INVALIDEZ 
PREVISTA POR EL ARTÍCULO 238, FRACCIÓN IV, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, POR LO QUE 
PROCEDE DECLARAR SU NULIDAD LISA Y LLANA. La 
obligación de la autoridad aduanera de emitir, en un plazo no 
mayor de cuatro meses, la determinación de las contribuciones 
omitidas, cuotas compensatorias y, en su caso, la imposición de 
sanciones, en los casos a que se refiere el primer párrafo del 
artículo 152 de la Ley Aduanera, no es una facultad discrecional, 
sino reglada u obligatoria, pues el párrafo tercero de dicho 
precepto le impone la conducta específica a que debe sujetar su 
actuación. En esta virtud, aunque el referido artículo no 
establezca alguna sanción para el caso de que la determinación 
se emita fuera del plazo indicado, esto no implica la imposibilidad 
de analizar la legalidad de este proceder de la autoridad, ya que 
tratándose de una facultad reglada u obligatoria, su 
contravención encuadra en la causal de invalidez prevista por el 
artículo 238, fracción IV, del Código Fiscal de la Federación, por 
lo que procede declarar su nulidad lisa y llana, pues en dicha 
circunstancia, la determinación se dictó en contravención a las 
disposiciones aplicables, que le imponen la obligación de emitirla 
dentro de un plazo de cuatro meses.” 
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“Época: Novena Época  
Registro: 172427  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  
Tomo XXV, Mayo de 2007  
Materia(s): Administrativa  
Tesis: XIX.2o.A.C.48 A  
Página: 2131  
 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA 
ADUANERA. SI LA AUTORIDAD DICTA SU RESOLUCIÓN 
FUERA DEL PLAZO DE CUATRO MESES PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 152 DE LA LEY DE LA MATERIA, DEBE 
DECRETARSE SU NULIDAD AUN CUANDO DICHO 
PRECEPTO NO LO ESTABLEZCA EXPRESAMENTE. 
Conforme al artículo 152 de la Ley Aduanera, vigente en 2005, 
las autoridades de la materia deben emitir sus resoluciones en 
un plazo que no excederá de cuatro meses; lo cual debe hacerse 
aun cuando no se haya realizado el embargo de mercancías de 
conformidad con el numeral 151 de la referida legislación, toda 
vez que la figura jurídica del embargo es de carácter accesorio, 
porque su fin primordial es garantizar el interés fiscal, 
independientemente de la sustanciación del procedimiento que 
deba seguirse a los particulares; lo que significa que aun sin 
existir previamente dicha garantía pueden verificarse todas las 
fases del procedimiento administrativo en materia aduanera. En 
esa tesitura, si la autoridad dicta la resolución correspondiente 
fuera del plazo señalado debe decretarse su nulidad; sin que sea 
obstáculo a lo anterior que el citado precepto 152 no lo 
establezca expresamente, pues indefectiblemente debe 
considerarse así, ya que de lo contrario sería tanto como permitir 
que las autoridades aduaneras, por sí y ante sí, instituyeran a su 
favor una dispensa en lo atinente al pronunciamiento de la 
resolución dentro del plazo que tienen para dictarla, cuando 
ningún precepto legal las autoriza.” 

 

Asimismo, sirve de apoyo a lo anterior el Precedente V-P-2aS-

583, publicado en la Revista del entonces Tribunal Federal de Justicia Fiscal 

y Administrativa, Quinta Época, Año VII, No. 74, Febrero 2007, p. 348; cuyo 

contenido es del tenor literal siguiente: 

 

“PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN 
MATERIA ADUANERA. LA EMISIÓN DE LA RESOLUCIÓN 
QUE RECAIGA A ÉSTE, FUERA 
DEL PLAZO DE CUATRO MESES, PREVISTO EN 
EL ARTÍCULO 153 DE LA LEY ADUANERA, VIGENTE EN 
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2002, EN RELACIÓN CON LOS DIVERSOS ARTÍCULOS 150 
Y 151 DE LA MISMA, CONDUCE A DECLARAR SU 
NULIDAD.- Los artículos 150 y 153 de la Ley Aduanera, 
vigente en 2002, disponen que tratándose de un procedimiento 
administrativo en materia aduanera en donde la autoridad 
embargue precautoriamente mercancías, por surtirse las 
hipótesis previstas en el artículo 151 de dicha ley, si el 
interesado no presenta pruebas o las que hubiese presentado no 
desvirtúan los hechos y circunstancias que motivaron el inicio del 
procedimiento, las autoridades aduaneras dictarán resolución 
en un plazo que no exceda de cuatro meses a partir de la fecha 
en que se levante el acta de inicio de procedimiento, prevista en 
el artículo 150 de dicha ley, determinando, en su caso, las 
contribuciones y las cuotas compensatorias omitidas e 
imponiendo las sanciones procedentes. En este contexto, aun y 
cuando los preceptos citados no establecen sanción expresa 
para el caso de que la autoridad no dé cumplimiento dentro 
del plazo previsto en la ley, tal ilegalidad ocasiona la nulidad de 
aquella resolución, en términos de la fracción IV, 
del artículo 238, del Código Fiscal de la Federación, ya que 
estimar lo contrario implicaría que las autoridades pudieran 
practicar actos de molestia en forma indefinida, quedando a su 
arbitrio la duración de su actuación, lo que resulta violatorio de lo 
dispuesto en los preceptos en mención. (32)” 
 

Por lo que, esta Juzgadora concluye que la autoridad 

fiscalizadora no garantizó el respeto a la garantía de seguridad jurídica, 

atendiendo al principio de inmediatez, actualizándose en consecuencia la 

causal prevista por la fracción IV del artículo 51 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, razón por la cual se debe declarar 

la nulidad lisa y llana de la resolución determinante del crédito fiscal antes 

precisada. 

 

Es aplicable, el Precedente VII-P-2aS-111, de la Segunda 

Sección de la Sala Superior de este Tribunal, Fuente: R.T.F.J.F.A. Séptima 

Época. Año II. No. 10. Mayo 2012. p. 318, que señala: 

 
“PRINCIPIO DE INMEDIATEZ. SU CUMPLIMIENTO 
TRATÁNDOSE DEL PROCEDIMIENTO 
CONTEMPLADO EN EL ARTÍCULO 150 DE LA LEY 
ADUANERA.- De lo dispuesto por los artículos 43, 44, 46, 
150 y 151, del citado ordenamiento, se obtiene que si bien 
no está previsto el tiempo máximo que puede durar el 
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reconocimiento aduanero, lo cual es lógico considerando 
que cada operación tiene sus propias particularidades, es 
al concluir el mismo y una vez detectadas las 
irregularidades, cuando la autoridad está obligada a 
levantar el acta de inicio del procedimiento administrativo 
en la materia que amerite el embargo precautorio de 
mercancías, atento al principio de inmediatez, el cual 
significa que si al realizar el acto material del 
reconocimiento la autoridad aduanera advierte alguna 
irregularidad, en ese momento debe levantar el acta 
circunstanciada ante la presencia de la persona que 
presenta la mercancía para su despacho aduanal. Así las 
cosas, el procedimiento no puede iniciar válidamente días 
antes de que se detecten irregularidades, ni tampoco días 
después, máxime que las facultades relativas de la 
autoridad están concebidas legalmente como una 
sucesión continuada de hechos, sin que se pueda 
interrumpir esa consecución de eventos.”  

 

Respecto a la solicitud de la accionante consistente en:  

“… 

 

…” 

 

En virtud de lo anterior, esta Juzgadora procede a ordenar a la 

autoridad demandada, que una vez que el presente fallo quede firme, 

proceda a devolver a mercancía consistente en: “Vehículo de 

procedencia extranjera, marca ****, modelo ****** ***** *****, con placas 

******** *** ****** ** ****** **** y serie *****************” o en su caso, el pago 

del valor de la misma, a quien acredite el derecho subjetivo para ello y 

acredite su legal tenencia, en términos del artículo 157 de la Ley Aduanera. 
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Es aplicable el precedente VII-P-1aS-1090, emitido por la 

Primera Sección de la Sala Superior, visible en la revista de este Tribunal 

Séptima Época. Año V. No. 42. Enero 2015. p. 233, cuyo texto es el siguiente: 

 
MERCANCÍA IMPORTADA DECOMISADA POR LA 
AUTORIDAD ADUANERA.- DEBE ORDENARSE SU 
DEVOLUCIÓN AL HABERSE DECLARADO LA NULIDAD 
DE LA DETERMINACIÓN DEL CRÉDITO FISCAL.- Si la 
resolución impugnada en el juicio contencioso 
administrativo determinó un crédito fiscal a cargo de la 
actora, derivado de la verificación de mercancías de 
procedencia extranjera en transporte y, además, la 
autoridad determinó que la mercancía importada pasara a 
propiedad del Fisco Federal, si en juicio se demuestra la 
ilegalidad de la determinación efectuada en dicha 
resolución impugnada, entonces, con fundamento en el 
artículo 239, fracción IV del Código Fiscal de la Federación, 
debe declararse la nulidad lisa y llana de la resolución 
materia del juicio, condenándose asimismo a la autoridad 
demandada a devolver a la actora la mercancía importada; 
lo anterior, toda vez que la pretensión de la demandante no 
se satisface únicamente con la anulación del crédito fiscal 
determinado a su cargo, sino también, con la devolución de 
las mercancías que importó y que fueron indebidamente 
decomisadas por la autoridad. 

 

Finalmente, haberse declarado la nulidad lisa y llana de la 

resolución impugnada; esta Juzgadora estima innecesario analizar los 

restantes conceptos de anulación de la demanda, sin que ello sea violatorio 

del artículo 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, en virtud de que si resultado no reportaría un mayor beneficio 

a la actora que el alcanzado. 

 

Sirve de apoyo por analogía, la Jurisprudencia P./J. 3/2005, 

sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación visible 

en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXI, Febrero 

de dos mil cinco, página 5, que a la letra dice: 

 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN EL AMPARO DIECTO. EL 
ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE 
ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, 
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PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE 
RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO 
POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A 
CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica 
para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de 
los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la 
materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación 
que determinen su concesión debe atender al principio de mayor 
beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten 
fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive 
los que se refieren a la constitucionalidad de leyes. Por tanto, 
deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control 
constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los 
conceptos de violación atendiendo a la consecuencia que para 
el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior 
se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, 
segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos 
el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, 
esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento 
de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente 
aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico 
para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final 
deberá ser declarado inconstitucional.” 

 

Lo anterior, ya que los principios de congruencia y exhaustividad 

que rigen las sentencias de amparo, obligan al juzgador en la solución 

sustancial de los conflictos, a analiza en primer lugar, los conceptos de 

impugnación que puedan determinar un beneficio más amplio al que pudiese 

tener una violación formal, de suerte que el principio de mayor beneficio 

implica que debe privilegiarse el estudio de los argumentos que de resultar 

fundados, generen la consecuencia de eliminar totalmente los efectos del 

acto impugnado; razón por la cual esta Juzgadora, estima innecesario 

analizar los restantes conceptos de anulación de la demanda, pues ello no 

variaría la conclusión alcanzada. 

 

Resulta aplicable a lo anterior, la Jurisprudencia I.4o.A. J183, 

sustentada por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Primer Circuito visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Tomo II, Julio de 2010, página 1745, que señala: 

 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO INDIRECTO. EL 
ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE 
PREFERIR LOS RELACIONADOS CON EL FONDO DEL 



 
EXPEDIENTE: 311/22-EC1-01-2 
 
ACTOR: ***** ******** 
 

 
 
 

61 

 

ASUNTO A LOS FORMALES, O BIEN, ATENDER AL 
PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO. La solución sustancial de 
los conflictos, en concordancia con los principios de congruencia 
y exhaustividad que rigen las sentencias de amparo, contenidos 
en los artículos 77 y 78 de la ley de la materia, obligan al juzgador 
a analizar, en primer lugar, los conceptos de violación que 
puedan determinar la concesión de la protección federal con un 
efecto más amplio al que pudiese tener una violación formal. Por 
otra parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
establecido jurisprudencia en el sentido de que el estudio de los 
conceptos de violación que determinen la concesión del amparo 
directo debe atender al principio de mayor beneficio (tesis P./J.. 
312005 visible en la página 5, Tomo XI, correspondiente al mes 
de febrero de 2005, de la Novena época del Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, de rubro: “CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS 
QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL 
PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR 
EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS; 
NO MEJOREN LO YA ALCANZADO PRO EL QUEJOSO, 
INCLUSIVE LOS QUE SE REFIERAN A LA 
CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES”. En ese tenor, se estima 
que en los juicios de amparo indirecto deben analizarse los 
conceptos de violación relacionados con el fondo del asunto de 
preferencia a los formales, o bien, estudiarse en primer término 
los que pudiesen otorgar un mayor beneficio al quejoso.” 

 

Asimismo, sirve de sustento a lo anterior, por analogía, la 

Jurisprudencia número I.2o.A.J19, dictada por el Segundo Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, visible en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo III, 

Junio de mil novecientos noventa y seis, Página 735, que a la letra 

establece: 

 
 
“SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN. ORDEN LÓGICO EN EL ESTUDIO DE LAS 
CAUSALES DE NULIDAD.- De acuerdo con lo dispuesto por 
los artículos 237 (reformado por Decreto de 5 de enero de 1988) 
y 238 del Código Fiscal de la Federación, el orden lógico n el 
estudio de las causales de nulidad tiene que ser el siguiente: 
Se debe analizar en primer lugar, la incompetencia del 
funcionario que haya dictado la resolución reclamada u 
ordenado o tramitado el procedimiento del que deriva dicha 
resolución; si dicha causal resulta fundada, ello es bastante 
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para declarar la nulidad lisa y llana de la resolución sin que 
deban estudiarse las siguientes. En cambio, si la misma 
resultara infundada, se debe entrar al estudio de la totalidad de 
los argumentos relativos a la omisión de requisitos formales y a 
vicios del procedimiento, aun cuando uno o más de esos 
argumentos resulten fundados; y solamente en el caso de que 
la totalidad de los argumentos antes precisados resultaran 
infundados, se entrará al estudio de las cuestiones de fondo. El 
principio de exhaustividad en el estudio de las violaciones 
formales y de los vicios de procedimiento tiene la finalidad de 
administrar una justicia completa y evitar, en lo posible el 
reenvío “que es causa de retardo injustificado en la resolución 
de asuntos y que implicaría labor injustificada para la Justicia 
Federal”, según se apunta en el Dictamen de la Cámara de 
Diputados, de fecha 26 de diciembre de 1987, conforme al cual 
se aprobó la reforma al artículo 237 del Código Fiscal de la 
Federación indicada.” 

 

En mérito de lo expuesto y con fundamento en lo dispuesto por 

los artículos 8, 9, 49, 50, 51, fracciones II y IV y 52, fracción II, V, inciso b) y 

58-13 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se 

resuelve: 

 

l. Resultó infundada la causal de improcedencia y 

sobreseimiento hecha valer por la autoridad demandada, respecto del acto 

impugnado, detallado en el Resultando Primero del presente fallo, en 

consecuencia; 

 

II. No es de sobreseerse, ni se sobresee el presente juicio 

contencioso administrativo. 

 

III. La parte actora probó los extremos de su acción, en 

consecuencia; 

 

lV. Se declara la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada, 

misma que ha quedado detallada en el Resultando Primero del presente fallo, 

por los motivos y fundamentos expuestos en el último Considerando de esta 

resolución. 

 

V. Mediante atento oficio que al efecto se gire al Sexto Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, remítasele copia 
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certificada de esta sentencia, misma que dará cumplimiento a la ejecutoria 

de 02 de marzo de 2023, dictada en el D.A. 2/2023. 

 

VI. NOTIFÍQUESE.  

 

Así lo resolvió y firma la Magistrada Instructora de la SEGUNDA 

PONENCIA DE LA PRIMERA SALA ESPECIALIZADA EN MATERIA DE 

COMERCIO EXTERIOR del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 

YAZMÍN ALEJANDRA GONZÁLEZ ARELLANES, ante la Secretaria de 

Acuerdos, Licenciada ROSA MARGARITA NÁJERA ROMERO, quien da fe. 

YAGA*RNR 

 

“La Sala que al rubro se indica, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 116, primer y 
último párrafo, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 113, 
fracciones I y III, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la información Pública; 3, fracción 
IX, de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; así 
como el Trigésimo Octavo, fracciones I y II, y Cuadragésimo de los Lineamientos Generales en 
Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de 
Versiones Públicas; indica que fueron suprimidos de la versión pública de la presente sentencia el 
nombre de la parte actora, información considerada legalmente como confidencial, por actualizar 
lo señalado en dichos supuestos normativos. Firma el secretario de acuerdos que emite la presente” 

 

 

  

 


